
INHABILITACIÓN PARA EL EJERCICIO PROFESIONAL DOCENTE POR 
DETERMINACIÓN DE FALTA DE COMPETENCIA DIDÁCTICA

(…del profesorado eventual en el ámbito de la enseñanza pública no universitaria)



¿A QUÉ CASUÍSTICA INTENTA RESPONDER?
¿QUÉ PROBLEMÁTICA PRETENDE RESOLVER?



Competence, Documentation and 
Dismissal: a Legal Template

Todd A. DeMitchell

“Mediante la presente, se le advierte de deficiencias en su
desempeño [docente] que incurren en la definición de

incompetencia, tal y como esta queda definida en la Sección 44938

del Código de Educación. Así, se establece que la junta de gobierno

puede rescindir el contrato de un empleado debidamente acreditado
por razón de incompetencia siempre y cuando se le haya notificado
por escrito, con una antelación de al menos 90 días, sobre la

naturaleza de la misma, identificando con precisión los déficits

concretos, a fin de asegurar que en ese tiempo tiene la oportunidad
de mejorar [enmendar] su práctica profesional. Esta notificación esta

fundamentada en 16 registros y observaciones, previamente

comentados personalmente con usted, referidos a los indicadores de

desempeño del distrito, tal como se detalla a continuación…”



DISTINTOS TIPOS DE INHABILITACIÓN PARA EL EJERCICIO PROFESIONAL:
SEGURIDAD SOCIAL: INCAPACIDAD LABORAL (TEMPORAL, PARCIAL, PERMANENTE, TOTAL, ABSOLUTA)
Estrictamente regulada en la legislación laboral, en base a protocolos médicos y administrativos del INSS.

Se organiza en torno a ciertas competencias profesionales y tareas previstas para cada profesión, los requerimientos físicos, sensoriales y psicosociales para su
desempeño, y una previsión de los posibles riesgos laborales y enfermedades profesionales legalmente reconocidas como tal para cada caso.



PENA DE INHABILITACIÓN PARA EL EJERCICIO PROFESIONAL EN EL ÁMBITO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA
Por ejecución de sentencia judicial firme en aplicación del CP, generalmente como pena accesoria a otras.

Artículo 42: “La pena de inhabilitación especial para empleo o cargo público produce la
privación definitiva del empleo o cargo sobre el que recayere, aunque sea electivo, y de los
honores que le sean anejos. Produce, además, la incapacidad para obtener el mismo u
otros análogos, durante el tiempo de la condena. En la sentencia habrán de especificarse
los empleos, cargos y honores sobre los que recae la inhabilitación”.

SANCIÓN DISCIPLINARIA DE SEPARACIÓN DEL SERVICIO O SUSPENSIÓN DE FUNCIONES, EMPLEO Y SUELDO
Régimen disciplinario de la Función Pública. Revocación de nombramiento del personal interino (con baja definitiva en bolsas 

de trabajo) y despido del personal laboral. Duración variable en función de tipificación y calificación de la falta.

Además, los ilícitos penales declarados probados por resolución judicial vinculan a la
administración y pueden conllevar la aplicación añadida del régimen disciplinario a todos
sus efectos, incluso aunque en aquella no se sustancie pena accesoria de inhabilitación.

PROTOCOLO DE INCAPACITACIÓN PEDAGÓGICA
Aplicable exclusivamente al personal docente eventual (interinos y sustitutos) de la red pública de centros educativos. 

Rescisión del contrato temporal y exclusión de bolsas de trabajo.



RÉGIMEN DISCIPLINARIO SANCIONADOR

PROTOCOLO DE INCAPACITACIÓN DIDÁCTICO-PEDAGÓGICA



NORMATIVA: “CAPACIDAD” Y “COMPETENCIA” EN LA FUNCIÓN PÚBLICA VS GESTIÓN DE CANDIDATOS
ESTATUTO BÁSICO DEL EMPLEADO PÚBLICO

LEY DE EMPLEO PÚBLICO VASCO

“Notorio incumplimiento de las funciones esenciales inherentes al puesto de 
trabajo” (95 EBEP y 178 LEPV)

“Falta de diligencia en el desempeño de sus tareas y la falta de rendimiento 
que afecte al funcionamiento de los servicios” (179 LEPV)

ORDEN DE 27 DE AGOSTO DE 2012 (Modificada 2014)
(Gestión de listas para cobertura de necesidades temporales de personal 

docente)

Art. 45: Protocolo de actuación para determinar la falta de competencia de 
este personal para seguir desarrollando sus funciones docentes

LEY DE CUERPOS DOCENTES DE LA CAPV 
Posible remoción del personal funcionario por causas sobrevenidas, derivadas, entre otras razones, de “falta de capacidad para el desempeño manifestada por
rendimiento insuficiente que impida realizar con eficacia las funciones atribuidas al puesto encomendado”. (Art. 25)

LOE-LOMLOE
Art. 100: 1. “La formación inicial del profesorado se ajustará a las necesidades de titulación y de cualificación requeridas por la ordenación general del sistema
educativo. Su contenido garantizará la capacitación adecuada para afrontar los retos del sistema educativo y adaptar las enseñanzas a las nuevas necesidades
formativas”.
2. “Para ejercer la docencia en las diferentes enseñanzas reguladas en la presente Ley, será necesario estar en posesión de las titulaciones académicas
correspondientes y tener la formación pedagógica y didáctica que el Gobierno establezca para cada enseñanza”.

D.A. 48ª: “Los funcionarios docentes que muestren una manifiesta falta de condiciones para ocupar un puesto docente o una notoria falta de rendimiento que
no comporte inhibición, podrán ser removidos de su puesto de trabajo y realizar otras tareas que no requieran atención directa con el alumnado”.

LEY DE RÉGIMEN JURÍDICO DEL SECTOR PÚBLICO
Principio de tipicidad (Art. 27): delimita la interpretación legalmente pertinente de lo anterior. Y el marco de garantías.

…¡Y, ADEMÁS, LA JURISPRUDENCIA!



ÁMBITO DE APLICACIÓN: FUNCIONARIOS VS PERSONAL DOCENTE EVENTUAL

Personal docente: funcionarios de carrera con destino definitivo o provisional, funcionarios en prácticas, personal laboral 
docente y educativo, funcionarios interinos en centros públicos*. 

Afectados normativamente, en función de la concreta naturaleza contractual de sus relaciones laborales, a todo o parte de 
lo anterior y/o, en su caso, a sus particulares convenios colectivos.

ATRIBUCIONES LEGALES DE LA INSPECCIÓN DE EDUCACIÓN: EVALUAR, CONTROLAR Y ASESORAR

En lo que respecta a la Inspección de Educación, ninguna de sus funciones (LOE-LOMLOE, art. 151) le confiere expresamente 
la potestad de otorgar o retirar ningún tipo de capacitación o habilitación docente, más allá de “supervisar la práctica 

docente y colaborar en su mejora” (151.b). La evaluación pedagógica y organizativa previstas se refieren literalmente a “los 
centros educativos, sus proyectos y programas” (151.a), y no existe hasta la fecha desarrollo normativo de sus posibles 

efectos. Tampoco de ningún sistema de evaluación del personal docente.

PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS: REGLAMENTO VS PROTOCOLO

R.D. 33/1986 para expediente disciplinario / Artículo 45 de la Orden de 2012 de gestión de candidatos a sustituciones.

* En ningún caso el personal docente, fijo o eventual, de los centros privados y concertados, que en el País Vasco atiende a la mitad del alumnado. Este se rige 
únicamente, también a efectos disciplinarios, por la legislación laboral común, sus propios convenios colectivos y la jurisdicción social.



Juan Luis Ibarra Robles, ex presidente TSJPV 2010-2020

(Jornada formativa de la Inspección de Educación, 2011):

“El inspector es un funcionario público, pero no fiscal ni juez. Y, desde luego, no

interpreta, ni resuelve ni decide, solo informa y propone. Su función es intentar

describir la realidad de la forma más imparcial y precisa posible, objetivar un hecho, un
suceso o una conducta y recogerlo en un informe cuyo fin no es otro que facilitar la

toma de decisiones a la autoridad competente para ello. Y hacerlo además en atención

al contexto y circunstancias concretas con referencia a la ley vigente.

EN ESOS PARÁMETROS, ¿CÓMO SE OBJETIVAN LA CAPACIDAD O LA INCAPACIDAD DOCENTE?

¿CUÁL ES SU MARCO NORMATIVO DE REFERENCIA?

Su objetivo primordial, el fin último de su intervención no es asegurar el cumplimiento absoluto de la norma en su

estricta redacción literal, sino intentar salvaguardar el bien jurídico que esta pretende proteger, garantizar los valores
legalmente protegidos, esto es, su efectividad real. Por ello, ha de aplicar un enfoque más deontológico que jurídico.

El posible ámbito de incertidumbre que su discrecionalidad técnica pueda generar, si lo hubiera, sería resuelto en última

instancia, entonces sí, por un juez”.



En el caso de que la Dirección del centro considere que una persona no reúne las competencias requeridas para desarrollar sus
funciones ordinarias lo comunicará a la Delegación Territorial correspondiente. El Delegado o la Delegada Territorial ordenará la realización
de las actuaciones previas oportunas, entre las que se podrá incluir un Informe del servicio médico de la Delegación Territorial de Educación
correspondiente y/o de la Inspección de Educación, dependiendo del caso. Asimismo, el Director de Gestión de Personal, también podrá
ordenar la realización de las actuaciones previas que estime adecuadas.

Si, tras las actuaciones previas, existe una presunción de falta de competencia para seguir desarrollando sus funciones
ordinarias, será trasladado el expediente al Director de Gestión de Personal que iniciará un procedimiento, mediante resolución, en la que
designará para su instrucción a un miembro de la Inspección Educativa e indicará de forma expresa las consecuencias que pudieran
derivarse a su conclusión.

La instrucción realizará las actuaciones necesarias para la determinación, conocimiento y comprobación de los datos a partir de
los cuales deba dictarse la resolución del procedimiento, y solicitará los informes que considere necesarios, entre otros, si así lo entiende
oportuno, un examen médico de la persona afectada, que deberá ser tramitado por medio del servicio médico de la Delegación Territorial de
Educación correspondiente.

La persona instructora elevará su propuesta al Director de Gestión de Personal, que finalizará el procedimiento mediante
resolución.

En el caso de que del procedimiento se constate una manifiesta falta de competencia para seguir desarrollando sus funciones
ordinarias, la citada resolución dictará la revocación del nombramiento o resolución del contrato en vigor y la exclusión de las listas de la
persona afectada. En caso contrario, la resolución dictará el sobreseimiento o archivo de las actuaciones practicadas.

La falta de competencia y, en consecuencia, la exclusión podrá ser revisable, si el Informe del Servicio de Prevención de Riesgos
Laborales o de la Inspección de Educación, según el caso, así lo propone y a la vista de los mismos, se dispone expresamente en la resolución
del Director de Gestión de Personal. En tal caso, en virtud de lo determinado en dichos Informes, se harán constar las circunstancias o causas
que determinan esa revisión, su periodo de vigencia, y las circunstancias de seguimiento o examen posterior que pudieran conducir a la
reincorporación a las listas.

ARTÍCULO 45 DE LA ORDEN DE GESTIÓN DE CANDIDATOS DE 2012 (2ª MODIFICACIÓN DE 2014)





Jean-Paul Sartre: “cada hombre es lo que hace con lo que hacen de él”.

CAPACITACIÓN, HABILITACIÓN Y DESEMPEÑO DE LA PRÁCTICA PROFESIONAL DOCENTE:

HABILITACIÓN PROFESIONAL (art. 100.2 LOMLOE): CAPACITACIÓN ACADÉMICA INICIAL, GRADO UNIVERSITARIO Y MÁSTER (O
VARIOS) CON SUS RESPECTIVOS PRACTICUMS (TUTORIZADOS Y EVALUADOS POR LA UNIVERSIDAD Y PROFESORADO
EXPERIMENTADO)

PROFESORADO NOVEL: PRIMER ACCESO AL EJERCICIO DOCENTE DESDE LISTAS, SIN PERÍODO DE PRUEBA, NI EVALUACIÓN
INICIAL, NI MENTORIZACIÓN, NI SUPERVISIÓN ESPECÍFICA…

INGRESO EN LA FUNCIÓN PÚBLICA DOCENTE: CONCURSO-OPOSICIÓN Y FASE DE PRÁCTICAS (TUTORIZADA Y EVALUADA),
TODO ELLO ESTRICTA Y DETALLADAMENTE REGULADO (R.D. 276/2007)

PROCESOS DE PROVISIÓN DE PUESTOS DE TRABAJO: ADJUDICACIONES Y CONCURSO DE TRASLADOS, SIN MÁS FILTROS QUE
LA HABILITACIÓN Y ATRIBUCIÓN DOCENTE LEGAL DE LA ESPECIALIDAD, LIBRE ELECCIÓN DE DESTINO, POR ORDEN DE LISTA O
MÉRITOS (BÁSICAMENTE, ANTIGÜEDAD), SIN FILTRO NI GARANTÍA DE ADECUACIÓN A LA PLAZA, CENTRO O PROYECTO
EDUCATIVO CONCRETO

FORMACIÓN PERMANENTE: DERECHO Y DEBER DEL PROFESORADO, RESPONSABILIDAD LEGAL DE LA ADMINISTRACIÓN



SEGURIDAD JURÍDICA, PRINCIPIOS Y GARANTÍAS

LEGALIDAD Y TIPIFICACIÓN

STC 42/1987: el principio “nullum crimen nulla poena sine lege” se traduce en la imperiosa exigencia de predeterminación normativa de las
conductas ilícitas y de las sanciones aplicables. Requiere lex certa: “en el derecho sancionador no se admiten tipos abiertos o fórmulas
tipificadoras imprecisas que permitan a la Administración excesiva libertad a la hora de subsumir los hechos en el tipo legal”.

Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público. Art. 27. Principio de tipicidad: Sólo constituyen infracciones
administrativas las previstas como tales por una Ley. Solo podrán imponerse sanciones, igualmente delimitadas por la Ley, por la comisión de
infracciones administrativas. Las disposiciones reglamentarias de desarrollo podrán introducir especificaciones o graduaciones al cuadro de
las infracciones o sanciones establecidas legalmente, pero sin que puedan constituir nuevas infracciones o sanciones, ni alterar la naturaleza
o límites de las que la Ley contempla. Las normas definidoras de infracciones y sanciones no serán susceptibles de aplicación analógica.

Ley 11/2022, de 1 de diciembre, de Empleo Público Vasco (y EBEP): tipifica como falta muy grave (Art. 178) “el notorio incumplimiento de las
funciones esenciales inherentes al puesto de trabajo o de las funciones encomendadas” y como grave (Art. 179) “la falta de diligencia en el
desempeño de sus tareas y la falta de rendimiento que afecte al normal funcionamiento de los servicios y no constituya falta muy grave”.
Entre las posibles sanciones previstas, específicamente para el funcionariado interino, la revocación del nombramiento y la baja en la bolsa
de trabajo, así como la suspensión de funciones y retribuciones (Art. 183) por un período de tiempo variable de hasta seis años.



¿PUEDE HABER SANCIÓN* FUERA DEL RÉGIMEN DISCIPLINARIO? 

¿CABE SUSTENTAR SANCIÓN DISCIPLINARIA POR FALTA DE CAPACITACIÓN DOCENTE SI ESTA NO ESTÁ EXPRESAMENTE TIPIFICADA COMO TAL?

¿PUEDE UNA ORDEN DE REDUCIDO ÁMBITO Y JERARQUÍA INNOVAR O CREAR DERECHO CON UN NUEVO TIPO?

¿ES JURÍDICAMENTE IDÉNTICA (¡NO ANÁLOGA!) A “INCUMPLIMIENTO DE LAS FUNCIONES ESENCIALES”, “FALTA DE DILIGENCIA”, “INHIBICIÓN”, 
“NEGLIGENCIA” O “FALTA DE RENDIMIENTO”**, ESTAS SÍ DEFINIDAS? ¿ENCAJA LA “INCOMPETENCIA” EN ALGUNO DE DICHOS TIPOS?

¿EN QUÉ CONSISTE EXACTA Y LEGALMENTE LA CAPACIDAD DOCENTE? ¿CÓMO Y QUIÉN PUEDE ACREDITARLA? ¿Y SU CARENCIA?
,

¿QUÉ NORMA REGULA LAS “FUNCIONES ESENCIALES DEL PUESTO DE TRABAJO” MÁS ALLÁ DEL GENÉRICO ART. 91 DE LA LOE?

El quid de la cuestión radica no solo en la precisa delimitación en términos jurídicos de conductas que sustancien “manifiesta
falta de condiciones para ocupar un puesto docente”, “insuficiente competencia docente”, “incapacidad pedagógica”, “carencia
de estrategias didácticas adecuadas”, “ineptitud”, “ausencia de aptitudes requeridas”, “falta de idoneidad” y similares, sino,
además, en que puedan equipararse indubitadamente, sin sesgo de arbitrariedad ni juicios subjetivos, a “notoria falta de
rendimiento”, “incumplimiento de funciones”, “negligencia en el desempeño de tareas”, “falta de diligencia” o “inhibición”,
estas sí expresamente tipificadas como faltas disciplinarias:

Negligencia: falta de atención y cuidado en el desempeño de una tarea (hacer algo mal).
Inhibición: no asunción de una obligación debida (no hacer).

Falta de diligencia: dilación injustificada de un trabajo o cumplimiento de un plazo (hacer tarde). 

…y, además, debidamente tamizadas por la concurrencia de voluntad, intencionalidad o mala fe.

* Debiendo, además, garantizar que se ajusta plenamente a otro principio legal básico: el de proporcionalidad.

** SJCA 235/2027 (Madrid): “cabe señalar que la negligencia en el cumplimiento de las funciones del empleado público no tiene encaje en la falta de rendimiento, sin
perjuicio de que pudiera constituir otra infracción distinta”.



PRESUNCIÓN DE INOCENCIA Y DERECHO DE DEFENSA

EBEP, Artículo 94.2: La potestad disciplinaria se ejercerá de acuerdo con los siguientes principios:
d) Principio de culpabilidad e) Principio de presunción de inocencia.

STC 42/1987 (#13 anterior) y STSJ Cataluña, de 3 de abril de 2000, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 4ª:
(comunicación de 2016 de la Inspección Central del País Vasco, con dictamen de la Dirección de Régimen Jurídico y Servicios):

“La imposición de una sanción administrativa en el ejercicio de la potestad disciplinaria exige una cumplida prueba por parte de la
Administración de la realidad de la conducta imputada capaz de destruir la presunción de inocencia garantizada en el derecho punitivo por el
artículo 24 de la Constitución. De ello resulta que el requisito fundamental es la fijación del hecho punible concreto, determinando con
precisión su alcance y contenido, y valorando su trascendencia jurídica, lo que propiciará la adecuada defensa por parte del imputado. Ello
significa que en el derecho sancionador no cabe partir de presunciones ni conjeturas, o dirigir la potestad sancionadora contra conductas
imprecisas que impidan delimitar su tipificación y efectos jurídicos, dificultando el derecho de defensa del interesado”.

¿RESULTA JURÍDICAMENTE COMPATIBLE CON UN PROCEDIMIENTO CONSTRUIDO SOBRE LA “PRESUNTA FALTA DE COMPETENCIA”?
¿O ES PROPIAMENTE ESTA PRESUNCIÓN DE CULPABILIDAD (“INCAPACIDAD”) SOBRE LA QUE SE INICIA UNA INVESTIGACIÓN PROSPECTIVA?
¿QUÉ FUERZA REQUIERE LA CARGA DE LA PRUEBA PARA QUEBRAR EL ILÍCITO DE ARBITRARIEDAD Y, EN CONSECUENCIA, DE INDEFENSIÓN?

¿CÓMO CONTRADECIR OBJETIVAMENTE LAS CERTIFICACIONES DE COMPETENCIA PROFESIONAL ACREDITADAS COMO REQUISITO PREVIO SINE 
QUA NON PARA EL ACCESO A LA DOCENCIA? ¿CÓMO INVALIDARLAS DE FACTO (QUE NO DE IURE) Y SUSTENTAR EN ELLO UN DESPIDO? 

¿TIENE UN ÓRGANO ADMINISTRATIVO POTESTAD LEGAL PARA ANULAR LOS EFECTOS HABILITANTES DE LAS TITULACIONES UNIVERSITARIAS?
¿QUÉ ROBUSTEZ PRECISA UN ARGUMENTO PEDAGÓGICO PARA SUSPENDER DERECHOS LEGÍTIMAMENTE ADQUIRIDOS? ¿PUEDE?



EFECTOS PRÁCTICOS

Coyunturalmente, es cierto, el problema puntual del centro se soluciona en primera instancia con la rescisión del

contrato. Y, por cierto tiempo, también el del sistema con la exclusión de las listas.

Pero en ocasiones no existen mecanismos efectivos de control posterior: en otras listas (a veces en la misma), otra

comunidad autónoma, centros privados…¡y en oposiciones!. Sus habilitaciones legales no quedan invalidadas.

Y en medio plazo, como consecuencia del legítimo ejercicio del derecho a recurso, se producen algunas anulaciones de la

medida en instancias superiores: no solo en lo contencioso-administrativo o en lo social, sino también en alzada y

reposición (por nuestros propios servicios jurídicos):

EXTRALIMITACIÓN, ABUSO DE LEY, DESPROPORCIÓN, VELEIDADES PEDAGÓGICAS IMPROCEDENTES EN DERECHO…

LA CUESTIÓN FUNDAMENTAL RADICA EN QUE LOS CRITERIOS, MOTIVACIONES Y POSIBLES TIPOS DE CARÁCTER PEDAGÓGICO, SI BIEN 
FUNDAMENTALES EN LA PRÁCTICA EDUCATIVA, PRESENTAN MUY DÍFICIL ENCAJE EN EL DERECHO ADMINISTRATIVO Y LABORAL,

AMBOS, ADEMÁS, EXTREMADAMENTE GARANTISTAS CON LOS DERECHOS INDIVIDUALES DE LOS INTERESADOS:
LA SUBJETIVIDAD PEDAGÓGICA FRENTE A LA RIGIDEZ DE LA LEY Y EL DERECHO. 



DECRETOS DE CURRÍCULO CAPV (2023): “el profesorado debe disponer de un perfil competencial que le permita asumir

en condiciones óptimas las responsabilidades propias de sus diferentes funciones y, de forma especial, aquellas ligadas a

facilitar el logro de las competencias del perfil de salida del alumnado”.

Si bien establecen, a renglón seguido, que este “será definido por el departamento competente mediante las

disposiciones reglamentarias correspondientes”, algo que aún no se ha materializado,

…y que el mismo constituirá el objetivo principal de la formación permanente del profesorado: “la formación del

profesorado tiene como objetivo alcanzar el perfil competencial necesario”.

Es cierto que la jurisprudencia limita extraordinariamente los derechos constitucionales de la libertad de cátedra (20.1.c

CE) y la libertad de enseñanza (27 CE) en las etapas no universitarias: se han de ajustar a los prescriptivos planes

educativos de las administraciones competentes, a saber, las leyes de Educación y los currículos oficiales, incluyendo

objetivos, contenidos, criterios de evaluación y principios pedagógicos (STC 5/81, de 13 de febrero).

Pero también lo es, a lo que aquí nos ocupa, que no resulta difícil encontrar en ellos ciertas paradojas y resquicios:

¿PUEDE INFERIRSE ASÍ QUE LA COMPETENCIA DOCENTE NO ES REQUISITO PREVIO NECESARIO DE ACCESO (O DE PERMANENCIA), 
SINO ALGO A PERFECCIONAR EN EL PROPIO DESEMPEÑO DE FUNCIONES EN EL PUESTO DE TRABAJO?

¿Y QUE LOS POSIBLES DÉFICITS QUE SE PUEDAN DETECTAR HAN DE CORREGIRSE DESDE LA FORMACIÓN CONTINUA?

¿EN QUÉ LUGAR QUEDARÍA, ENTONCES, LA INHABILITACIÓN PARA EL EJERCICIO POR FALTA DE SUFICIENTE COMPETENCIA DOCENTE?
¿QUÉ RESPUESTA SERÍA MEJOR PROCEDENTE: LA PUNITIVA O LA FORMATIVA?



Resulta paradójico que todas las nuevas leyes educativas y decretos curriculares (reales decretos en el ámbito estatal)
definan con precisión el perfil de salida del alumnado (exhaustivo catálogo de competencias, descriptores, saberes,
estándares, indicadores, niveles...), pero nada concreten sobre el perfil competencial docente necesario para hacerlo
factible.

A fecha de hoy carecemos de marco regulatorio del catálogo de las competencias profesionales docentes. Y sin él, del
fundamento legal imprescindible para implementar legalmente cualquier sistema de evaluación de desempeño y eso
hace imposible la valoración objetiva de la capacitación o incapacitación para el ejercicio docente. Y de ello deriva la
debilidad jurídica de un protocolo de este tipo, exponiéndolo permanentemente a cuestionamiento legal y eventual
invalidación.

Actualmente, el único texto legal que delimita la profesión docente es el artículo 91 de la LOE-LOMLOE sobre las
funciones del profesorado: doce tareas genéricas (programación, evaluación, tutoría y orientación, convivencia,
información, coordinación…), comunes y no diferenciadas para cada tipo de enseñanza, especialidad, etapa, nivel o
plaza docente.

EVALUACIÓN DE LA PRÁCTICA DOCENTE: CATÁLOGO DE COMPETENCIAS PROFESIONALES DOCENTES

Y además, tampoco existe una monografía oficial de tareas, funciones y atribuciones concretas de los puestos
docentes, a diferencia de la mayoría de los otros en la función pública. Así, es paradójico que el bedel de un instituto
de secundaria la tenga, con notable concreción, pero ninguno de los profesores que ejercen en ese mismo centro, de
modo que resulta bastante sencillo objetivar lo legalmente exigible a uno, pero no a los otros.



Por tanto, la carencia simultánea de norma que defina con solidez legal suficiente el catálogo de las competencias
profesionales docentes y de la relación de tareas específicas asignadas a cada puesto (obvia decir que forzosamente
muy distintas en educación infantil o en una escuela de idiomas, en una plaza de orientación educativa de secundaria
o en un curso de especialización de formación profesional) plantea serias dificultades en los actuales protocolos de
incapacitación pedagógica: a falta de definición legal de lo que alguien ha de hacer, difícilmente podría reprochársele
que no lo haga, o que lo haga incorrectamente. Y menos aún derivar según qué consecuencias.

Estos instrumentos serían muy útiles en la tramitación de los procedimientos de incapacitación pedagógica al
personal interino y también de algunos expedientes disciplinarios a funcionarios docentes por incumplimiento de
ciertas obligaciones de naturaleza más didáctica, aportando mayor garantía de tipicidad y seguridad jurídica. Y
podrían servir incluso en los centros docentes privados para la interpretación subsidiaria de algunos aspectos del
régimen disciplinario contemplado en sus propios convenios colectivos.

Dicho de otro modo, en tanto que la competencia docente no se sustancie con precisión dentro del marco normativo
y la falta de competencia no se incluya de algún modo entre las tipificadas del régimen disciplinario, con carácter
general para el conjunto de la función pública docente, o mientras, en su defecto o en paralelo, no se desarrollen
legalmente el sistema previsto de evaluación de la práctica docente y sus consecuencias, los actuales protocolos de
incapacitación pedagógica seguirán adoleciendo de la seria debilidad jurídica que hoy les aqueja, y generando los
mismos problemas, inseguridades, efectos limitados, recursos y autos que ahora.
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EVALUACIÓN DE DESEMPEÑO: COMPETENCIAS PROFESIONALES DOCENTES



SE TRATA DE UN PROCEDIMIENTO CUANTITATIVAMENTE POCO RELEVANTE, PERO BASTANTE CONTROVERTIDO,

QUE CONLLEVA UN ARDUO TRABAJO, NO EXENTO DE INSEGURIDADES LEGALES Y PROCEDIMENTALES,

Y PLANTEA UNA DOBLE FISCALIZACIÓN SOBRE UN COLECTIVO MUY CONCRETO DE LOS FUNCIONARIOS DOCENTES,

QUE PUEDE RESULTAR REDUNDANTE E INNECESARIA, YA QUE EL REGIMEN DISCIPLINARIO AFECTA A TODOS.

JURÍDICAMENTE PARECE POCO SÓLIDO AL RESPECTO DE SU FUNDAMENTACIÓN LEGAL, LA OBJETIVACIÓN DE EVIDENCIAS EN 
LA CARGA PROBATORIA O LAS GARANTÍAS DE ALGUNOS DERECHOS FUNDAMENTALES,

Y ADMINISTRATIVAMENTE POCO DEFINIDO, YA QUE LA ORDEN EN QUE SE SUSTENTA SOLO DEFINE GROSSO MODO EL 
PROCEDIMIENTO (LAS CONCRECIONES SE REALIZAN EN EL SENO INTERNO DE LA INSPECCIÓN).

PUEDE SUSCITAR CONFLICTOS DE COMPETENCIA CON OTROS ORGANISMOS (INSTITUCIONES UNIVERSITARIAS) Y ENTRE 
DISTINTAS PRIORIDADES: EDUCATIVAS, ADMINISTRATIVAS, LABORALES, JURÍDICAS…

NO RESUELVE LAS DISFUNCIONES DE UN SISTEMA DE HABILITACIÓN, ACCESO INICIAL Y CARRERA PROFESIONAL 
MANIFIESTAMENTE PERFECTIBLE,

SU ÚNICO EFECTO PREVISTO ES MUY GRAVE: RESCISIÓN DE CONTRATO, EXCLUSIÓN DE LISTAS Y PRIVACIÓN DE DERECHOS 
LABORALES, ADMINISTRATIVOS Y ECONÓMICOS LEGÍTIMAMENTE ADQUIRIDOS,

PERO SU EFECTIVAD REAL LIMITADA: OTRA LISTA, OTRA AUTONOMÍA, CENTROS PRIVADOS, OPOSICIONES…

Y RESULTA FÁCILMENTE CUESTIONABLE Y JURÍDICAMENTE RECURRIBLE EN OTRAS INSTANCIAS

RECAPITULANDO…



EXISTEN MEJORES FÓRMULAS, ALGUNAS YA PREVISTAS LEGALMENTE, Y NO EXCLUYENTES ENTRE SÍ, PARA SUSTANCIAR LOS
EFECTOS PRETENDIDOS, CON MAYOR SEGURIDAD JURÍDICA Y EFECTIVIDAD SISTÉMICA:

§ (RE)DISEÑO DE LA FORMACIÓN INICIAL HABILITANTE EN BASE A COMPETENCIAS PROFESIONALES DOCENTES

§ SISTEMA DE PRIMER ACCESO (SELECCIÓN INICIAL) CON TUTORIZACIÓN, MONITORIZACIÓN, FORMACIÓN Y EVALUACIÓN
COMPETENCIAL DE DESEMPEÑO DEL PROFESORADO NOVEL (¿“MIR” DOCENTE?)

§ INCLUSIÓN EN EL RÉGIMEN DISCIPLINARIO DE TIPOS MÁS ESPECÍFICOS Y DIRECTAMENTE VINCULADOS A LA PRAXIS
PROFESIONAL EN LA FUNCIÓN PÚBLICA: COMPETENCIAS PROFESIONALES, FUNCIONES ASIGNADAS Y TAREAS DEL PUESTO
(MEJOR ASIMILABLES A LAS NECESIDADES EDUCATIVAS Y A LAS COMPETENCIAS DOCENTES)

§ ANTE INDICIOS DE INCAPACIDAD CON POSTERIORIDAD AL INICIO DEL EJERCICIO PROFESIONAL DOCENTE:
§ SI ASOCIADA A RAZONES SOBREVENIDAS MÉDICAS Y PSICOSOCIALES: SALUD LABORAL Y PREVENCIÓN DE RIESGOS,

SEGURIDAD SOCIAL Y LA LEY DE ADECUACIÓN DEL PUESTO DE TRABAJO (Y DIRECTIVAS DE LA UE)

§ SI RELACIONADA CON EL INCUMPLIMIENTO DE OBLIGACIONES DEBIDAS O LA VULNERACIÓN DE DERECHOS DE
TERCEROS: RÉGIMEN DISCIPLINARIO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA

§ SI ACHACABLE A DÉFICIT DE COMPETENCIAS PROFESIONALES DOCENTES: DESARROLLO NORMATIVO DE LAS
PREVISIONES LEGALES (DISPOSICIÓN ADICIONAL 48ª DE LA LOMLOE Y FORMACIÓN CONTINUA), Y…

§ DESARROLLO NORMATIVO DE UN SISTEMA DE EVALUACIÓN DE DESEMPREÑO DE LA PRÁCTICA DOCENTE (TAMBIÉN
PREVISTO) Y DE SUS EFECTOS EN BASE A LA REGULACIÓN DEL CATÁLOGO DE COMPETENCIAS PROFESIONALES DOCENTES
Y DE LA MONOGRAFÍA DE FUNCIONES Y TAREAS DE LOS PUESTOS DOCENTES.

…CONCLUSIONES:




